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RESUMEN EJECUTIVO

En la primera parte se examinan tanto los vínculos entre los procesos de globalización en el plano mundial y de integración en el plano regional, como sus impactos sobre las oportunidades de desarrollo de América Latina y el Caribe con especial referencia a los problemas de empleo y de equidad. Se trata de dilucidar cuál es la verdadera función de la integración regional latinoamericana en el ámbito del desarrollo con equidad.


En la segunda parte, se hace un esfuerzo por distinguir dos tipos de acuerdos o tratados en proceso de gestación y consolidación a nivel hemisférico (acuerdos tipo “A” y tipo “B”), delimitando cuál es el significado y utilidad de cada uno para los propósitos del desarrollo con equidad, y cuáles son sus ámbitos de “coexistencia” posible en el largo plazo. Se concluye que los acuerdos tipo “B” contribuyen con un capital social (en bienes públicos) que es imprescindible para construir una competitividad sustentable y sistémica capaz de aprovechar al máximo el propio mercado regional.


En la tercera parte  se examina el insustituible papel del Estado Nación en la promoción de un desarrollo equitativo legitimado en los principios de la democracia. La integración regional se concibe como un instrumento para crear ámbitos de soberanía compartida que compensen las pérdidas en la capacidad de maniobra de los gobiernos nacionales ante los avances del globalismo multilateral. 

En la cuarta parte se examina el tema de la convivencia y coherencia recíproca de la políticas públicas de los países miembros en los procesos de integración regional. En particular se estudia la contribución de los regímenes y políticas sociales al objetivo de una integración profunda, penetrando en los temas de la convergencia a diferentes niveles (coordinación, armonización, unificación). 

INTRODUCCION


En los albores del próximo siglo, la trama de compromisos integradores suscritos en Las Américas quedará reducida a cinco tratados fundamentales clasificables, según se  propone en este trabajo, en dos grandes tipos. De un lado a nivel hemisférico el Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (Tipo “A”) absorberá a todos los actuales tratados similares que están vigentes. De otro lado a nivel subregional sobrevivirán cuatro tratados (Tipo “B” ): el Mercado Común del Sur, la Comunidad Andina de Naciones, el Mercado Común Centroamericano, y la Comunidad del Caribe.


A lo largo de la década de los noventa, ambos tipos de tratados han sido plenamente compatibles con las reglas del juego del multilateralismo global en el actual escenario económico mundial, y con los modelos de crecimiento apoyados en la apertura, la desregulación y la transnacionalización de los mercados. En suma, ambos tipos de tratados se encuadran en las normas y principios del regionalismo abierto.


A pesar del cúmulo de “sorpresas” que nos ha reservado la historia en este fin de milenio, parece poco probable que en las primeras décadas del próximo, el ALCA evolucione hacia fases de integración más profundas que lo hagan transicionar hacia el tipo B examinado en este trabajo. Una transición de esta naturaleza implicaría por parte de Estados Unidos aceptar reducir su capacidad para formular de manera independiente aspectos vitales de su política exterior (comercial, migratoria, etc.). Esta concesión resulta difícilmente admisible para la principal potencia mundial de fines de este siglo. 


De otro lado, los países latinoamericanos y caribeños agrupados en torno a los otros cuatro tratados de tipo B, han estado experimentando de manera creciente dos órdenes de impactos negativos en sus perspectivas de desarrollo. Primero, un agravamiento de los problemas de empleo, pobreza, y concentración distributiva asociados a su creciente integración al orden económico global; y segundo, dificultades fiscales y financieras agravadas por una creciente vulnerabilidad a los volátiles movimientos de mercados bursátiles, cambiarios, y financieros en la economía global. Paralelamente las reglas de juego del multilateralismo (no discriminación y trato nacional) a nivel mundial han limitado la autonomía de las autoridades nacionales para fijar sus políticas públicas, especialmente las relacionadas con su inserción en la economía mundial.


En el marco de estas dificultades, surgen algunos indicios de que los países de la región , (sin renegar de los principios y compromisos del regionalismo abierto ni pretender, por ahora, un retorno a prácticas proteccionistas) están descubriendo en los tratados de integración tipo B un instrumento de gran potencialidad para ir elaborando de manera conjunta, nuevas respuestas estratégicas frente a los desafíos de la globalización.  El tema excede el marco de las consideraciones económicas y se proyecta al plano social y político cuando los países miembros están dispuestos a compartir cuotas de soberanía a cambio de la promoción concertada de un desarrollo más autónomo y equitativo. Este trabajo explora dichas opciones y posibilidades.
SINTESIS

1. Globalización, integración regional y desarrollo

En los países desarrollados las tecnologías de la información están acentuando dos tendencias principales: el incremento más que proporcional de la demanda por trabajadores altamente calificados y el crecimiento de la ocupación en las actividades de servicios. Según algunos observadores las tendencias a la reducción de oportunidades de empleo en las actividades productoras de bienes que son intensivas en fuerza de trabajo o recursos naturales se agudizan por el traslado de parte creciente de las mismas a regiones en desarrollo que registran costos laborales y ambientales más bajos.

La integración regional es un componente parcial de los flujos comerciales y de capital en el plano internacional. Aquí se postula que dichas transacciones internacionales influyen muy exiguamente en la generación de empleos productivos dentro de los países latinoamericanos. Si esta hipótesis es correcta respecto a la totalidad de dichas transacciones lo será aún más respecto de los flujos atribuibles a la integración regional propiamente dicha.

En América Latina y el Caribe el promedio de las exportaciones en el producto interno bruto es aproximadamente de 20%, con porcentajes más bajos para los países de mayor tamaño económico y viceversa. Una estimación conservadora sugiere que las actividades de exportación ( examinadas con la óptica del análisis verticalmente integrado) pueden registrar una productividad laboral media que es al menos el doble del promedio nacional correspondiente, con lo que su contribución al empleo global no debe ser muy superior al 10%. Para un examen econométrico de este tema cabría aplicar los métodos del análisis verticalmente integrado (Pasinetti, 1985) pero lo dicho basta para plantear la hipótesis de un exiguo impacto sobre el empleo total.

De otro lado el empleo generado por la inversión directa extranjera no puede estimarse aproximativamente de la misma manera en su impacto sobre el empleo global nacional porque esa inversión se focaliza en diferentes fases de la cadena de valor que conduce a un producto final y la magnitud de los eslabonamiento que establece con otras actividades locales sólo puede examinarse con estudios empíricos específicos.

Un rasgo definitorio en la transnacionalización productiva de las empresas es la creciente dispersión geográfica de los eslabones de la cadena productiva que conduce a la elaboración de bienes manufacturados de uso durable, con lo que los efectos sobre el empleo se dispersan atendiendo a la programación productiva transnacional global. Atendiendo al papel clave que la pequeña y mediana empresa cumple en materia de generación de empleos, el impacto de la inversión directa transnacional podría potenciarse si las empresas transnacionales, a diferencia de lo que acontece en las zonas procesadoras de exportaciones,  aumentaran su integración vertical con las empresas locales más pequeñas. La evidencia disponible permite avalar la hipótesis de una escasa participación, e incluso una creciente marginación de las pymes en las actividades manufactureras productoras de bienes durables orientados a la exportación.

En las actividades de servicios existen indicios de un rápido crecimiento de la inversión directa transnacional y de las franquicias para la instalación de actividades en campos tales como los supermercados, multicines, locales de comida rápida, hoteles, banca, empresas de seguridad, correos privados, seguros. También se acrecienta la externalización o subcontratación de actividades de mantenimiento y seguridad por parte de empresas industriales. La difusión de este tipo de servicios en las ciudades grandes y medianas de América Latina es evidente, pero por ahora su impacto sobre la generación neta de empleos debe ser probablemente negativo teniendo en cuenta la desaparición de pymes y microempresas familiares con menor productividad laboral e inferior capacidad competitiva en los mismos ramos. 

Entrando ahora al impacto más específico de la integración regional si la creación verticalmente integrada de empleos de las exportaciones totales de los países de la ALADI se estima no superior al 10% entonces la que deriva de las exportaciones recíprocas que constituyen el 17% de las exportaciones totales será de 1,7%  (resultante de multiplicar 10%  por 17%). Se trata de una cantidad realmente muy poco significativa incluso aunque existiera una subestimación del 100 o 200 por ciento.

Del mismo modo las inversiones directas intraregionales entre los países de la ALADI son todavía una proporción aún pequeña de las inversiones extranjeras recibidas por esos países. En promedio a juzgar por observaciones fragmentarias correspondientes a principios de la presente década representan una proporcíon no superior al 10% de la IED total. Si para poner un límite alto admitimos ese porcentaje, el empleo directamente generado por esa inversión no debería superar el 2% o el 3% del empleo total. Sin embargo el verticalmente integrado podría ser más alto si es que se verifican eslabonamientos con empresas locales más pequeñas. Todas estas estimaciones sólo sirven para sustentar hipótesis que deberían ser empíricamente testadas.

En conclusión, las modalidades actuales de crecimiento económico en un marco de globalización, no parecen haber contrarrestado la tendencia a una suerte de dualismo (o de heterogeneidad estructural) de nuevo cuño en que las empresas de mayor escala y productividad (incluídas desde luego las transnacionales) contribuyen de manera decisiva al crecimiento de las exportaciones y de la inversión directa extranjera pero lo hacen de manera muy menguada a la generación directa (verticalmente integrada) de nuevas oportunidades de empleo. Por oposición las pymes y las microempresas que operan fundamentalmente para el mercado interior son las que más empleos están generando en lo que va corrido de los años noventa.

El impacto de la integración regional sobre un desarrollo dinámico y equitativo no puede medirse a partir de estas estimaciones sobre los flujos actuales de comercio e inversión recíproca. Es necesaria una perspectiva estructural de largo plazo que tome como punto de partida las consecuencias de la integración regional sobre el crecimiento económico de los países que se integran. Los procesos de internacionalización y transnacionalización sólo contribuirán al crecimiento “empleo - intensivo” si ayudan al desarrollo del mercado interno. Los acuerdos de integración regional profunda pueden contribuir a ello. Esto no implica abogar por ninguna estrategia proteccionista global ( del estilo de la que imperó en la posguerra hasta mediados de los años setenta). Sólo se pretende explorar cuales son las condiciones requeridas para que la presente estrategia de integración en un marco de globalización pueda estimular un desarrollo más equitativo fundado en un crecimiento empleo - intensivo del producto.

A mayor integrabilidad recíproca más posibilidades habrá de desarrollar las formas sistémicas de la competitividad en una dirección compatible con el crecimiento empleo - intensivo. (Véase Tabla 1).

Los países miembros de los acuerdos de integración que se examinan más adelante, son socios naturales para un proceso de este tipo, pero esto no significa que la integrabilidad creciente resulte espontáneamente del libre juego de las fuerzas del mercado ampliado. Existen dimensiones diferentes que afectan esta integrabilidad, las que deben ser aprovechadas y estimuladas a través de tratados de integración que posibiliten la acción orientadora de las políticas públicas. Esto nos conduce al tipo de tratado compatible con una estrategía de desarrollo equitativo, tema que se retoma en la próxima sección.

El concepto de competitividad sistémica resalta que no sólo compite el exportador o el sustituidor “final” de importaciones sino que también lo hacen todos los agentes productivos en los diferentes eslabonamientos que agregan valor al producto examinado. Desde este punto de vista la integración regional profunda (cuyos tratados se examinan más adelante) contribuye a la competitividad sistémica mediante una reducción de los costos internos (de transformación y de transacción)  y un mejoramiento de la calidad en todos los eslabones de la cadena productiva, apoyándose entre otras cosas en: a) el mayor tamaño del mercado; b) el estímulo a la integrabilidad subregional; c) la calificación humana integrada requerida para combinar productividades “desarrolladas” con salarios “subdesarrollados”;  d) la orientación inicial hacia el mercado interno como plataforma para avanzar hacia el mercado mundial.

El proceso de integración regional puede, por estas vías,  ayudar a promover el desarrollo con equidad en una escala subregional o incluso regional. Una de las consecuencias de su gradual profundización contemplada explícitamente en los tratados subregionales actualmente operantes en América Latina es la instauración de mercados comunes. Cómo se sabe ello implica la libre movilidad del capital y del trabajo en el ámbito del mercado ampliado. El proceso de globalización económica ya ha consagrado la libre movilidad del capital a través de los principios de la no discriminación, del derecho de establecimiento y el trato nacional para las empresas y los capitales externos. Sin embargo estos principios no son automaticamente extensibles para los ciudadanos de un país miembro que migran con la intención de radicarse en otro país miembro. De allí la importancia de los tratados de integración regional profunda para asegurar ciertos derechos de movilidad a otros migrantes de países miembros. Desde la perspectiva del desarrollo interesa resaltar el reconocimiento recíproco de las calificaciones, certificados 

TABLA 1: TIPOS DE ACUERDOS Y SITUACIONES DISTINGUIBLES EN MATERIA DE INTEGRABILIDAD
	 TIPOS DE ACUERDOS

( “A” y “B”)
	DISTANCIA GEOGRAFICA  Y CONEXION FISICA
	DISTANCIA EN TELE- COMUNICA – CIONES.
	DISTANCIA EN NIVELES DE VIDA
	DISTANCIA DE SISTEMAS POLITICOS (DEMOCRACIA)
	DISTANCIA IDIOMATICA Y CULTURAL

	TIPO A:    

ALCA

Sólo se considera este acuerdo vertical (norte - sur) por su cobertura hemisférica y porque absorberá jurídicamente a todos los otros acuerdos de libre comercio (bilaterales, plurilaterales, o sugbregionales)  a partír del año 2005. 

 
	Cercanía geográfica con México Centroamérica y el Caribe. 

Grados crecientes de integración física con México.

Distancia geográfica con Sudamérica especialmente con el cono sur.

Buenas conexiones en término de transporte aereo y marítimo con todo el continente. 


	Creciente cercanía en materia de comunicaciones. Posición de liderazgo en tecnologías de la comunicación. 

Estados Unidos gran Centro Comunicacional hemisférico. Enorme asimetría en la intensidad de los flujos comunicacionales recíprocos. 
	Significativas diferencias en niveles de vida entre el norte desarrollado (Estados Unidos y Canadá), y el resto de América Latina. En términos de ingreso por habitante los países de América Latina representan entre 5% y 30% del ingreso de los Estados Unidos.
	Todo el hemisferio participa de una misma concepción de la democracia.

Se comparten foros hemisféricos (OEA) y se han suscrito múltiples tratados en materia de defensa de la democracia y derechos individuales, sociales y políticos.
	 “Hegemonía” hemisférica del idioma inglés. Enorme influencia  académica, sobre las élites de América Latina y el Caribe. 

 Mayor influencia, e interacción cultural con México, centroamérica y el caribe. 

 

	TIPO B: (incipiente) 

(CARICOM, CA, MCCA, MERCOSUR)

Se consideran incipientes en el sentido de que son basicamente intergubernamen-   tales, con algunas incursiones supranacionales.
	Continuidad territorial en CA, MERCOSUR  y MCCA,  vecindad geográfica entre Estados insulares del CARICOM.

Conexiones terrestrres o marítimas aceptables en el interior de cada grupo subregional pero muy precarias o incipientes entre grupos.  
	Mayor presencia de los países grandes y medianos (México, Brasil, Argentina). Desarrollo de redes de comunicación por cable y satelite.
	Las diferencias de niveles de vida existen pero son menores a nivel de los promedios nacionales. Sin embargo las diferencias territoriales subnacionales son grandes y, en muchos casos, crecientes.
	Democracias en proceso de consolidación. Apoyo recíproco y suscripción de protocolos y compromisos democráticos, con sanciones por ruptura del orden constitucional. Creciente concertación en negociaciones económicas y posiciones políticas frente al resto del mundo.
	 Exceptuando el CARICOM existe comunidad idiómatica, o fácil comunicación espontánea entre “hispano - parlantes” y “portugués - parlantes”. Idiomas prehispánicos en minorías étnicas. Incipiente integración científica y educacional a partir de los acuerdos.



	TIPO B: (avanzado) . 

UE

  Existen  órganos y mecanismos   supranacionales.


	 Continuidad territorial y vecindad geográfica.Opti-mas conexiones y sistemas de transporte,.


	Gran interacción, multiplicidad e intensidad en materia de telecomunicacio- nes.
	Las diferencias de niveles de vida entre países y regiones subnacionales  son  bajas y disminuyen.

           
	Democracias muy consolidadas. Alto grado de concertación en negociaciones con resto del mundo.
	 Diferencias idiomáticas,  complementa- riedad cultural. Alto grado de integración, científica y tecnológica.


y diplomas otorgados por los países miembros. La calificación regionalmente integrada de recursos humanos facilita la absorción de tecnologías disponibles en el mercado mundial, las que no están (especialmente en el campo informático), necesariamente vedadas por las patentes industriales de las empresas transnacionales. Estos reconocimientos recíprocos facilitan combinar tecnologías del norte con salarios del sur para aumentar productividades, reducir costos unitarios y mejorar la competitividad sistémica de nuestros países. También posibilitan aprovechar economías de escala en el campo de la producción de conocimientos y aprovechar las ventajas comparativas educacionales o científicas de cada país miembro especialmente en los estratos medios y altos de calificación humana.

Pero, en otro plano del razonamiento, el papel contrarrestante de la integración respecto de los efectos negativos de la globalización también se proyecta al ámbito financiero. El poder desestabilizador de las operaciones especulativas globales se ha puesto de relieve a través de masivos y veloces ingresos de capitales de corto plazo en las economías emergentes, los que son retirados de manera abrupta cuando las expectativas de los inversionistas de corto plazo se ensombrecen. Desde la crisis cambiaria de Mëxico en 1994, se han multiplicado los ejemplos históricos de este proceso.

En el plano de la globalización financiera, la integración regional profundizada, a través de la gestación de políticas públicas coordinadas, armonizadas o incluso unificadas, contribuye a la estabilidad del crecimiento del producto en un doble sentido. De un lado mejorando la compatibilidad de las políticas económicas entre los miembros y la convergencia de sus equilibrios macroeconómicos, lo que favorece la operatoria de los vínculos entre empresas del mercado ampliado requeridos para viabilizar la competitividad sistémica. De otro lado posibilitando una respuesta más  independiente gravitante y concertada en los foros mundiales de negociación financiera.

2.  Dos concepciones diferentes de la integración regional

Esta sección intenta establecer una distinción esencial entre dos tipos de acuerdos 

de integración que se están suscribiendo contemporáneamente en las Américas. De un lado los acuerdos que por razones de brevedad denominaremos de tipo “A”, mal llamados acuerdos de libre comercio pues son áreas preferenciales de mercado legitimadas como una aceleración de la vigencia en el plano regional de los principios del multilateralismo global en el marco de los criterios del así denominado regionalismo abierto. De otro lado los acuerdos de tipo “B” que incluyen compromisos intergubernamentales o supragubernamentales que trascienden la esfera de los mercados y abarcan dimensiones políticas, sociales y culturales (Véase tabla 2).

TABLA 2:  TIPOS DE ACUERDOS HEMISFERICOS, REGIONALES, Y SUBREGIONALES

	TIPOS DE ACUERDOS
	COMPROMISOS
	EFECTOS BUSCADOS

	ACUERDOS TIPO A;

Se ejemplifican gruesamente con los acuerdos de libre comercio que se han estado suscribiendo a nivel bilateral, subregional y hemisférico. Este tipo de acuerdos se consolidará y absorberá a través de la suscripción del ALCA en el año 2005 de acuerdo con los calendarios actualmente negociados y consensuados.

En consecuencia los acuerdos de libre comercio son la vía a través de la cual el regionalismo abierto se proyecta en el eje norte sur. En el hemisferio occidental serán el mecanismo institucional que vincula preferencialmente a los Estados Unidos y Canadá con el resto de América Latina y el Caribe.


	1. EN EL PLANO ECONOMICO: Preferencias en los mercados de bienes, servicios y factores, expresadas como una liberalización más rápida y profunda que la  que se verifica paralelamente a nivel global.

2. EN EL PLANO POLITICO: Requisito de la democracia. Defensa de las libertades y los derechos ciudadanos. Enfasis en los derechos individuales. Tratados de defensa y asistencia recíproca a nivel hemisférico. Papel de la OEA.

3.  EN EL PLANO SOCIAL: Acuerdos laborales orientados a hacer respetar la legislación interna (NAFTA). Se limitan al plano de la cooperación (por ejemplo Cumbre de Santiago vinculada al lanzamiento del ALCA).


	1. EN EL PLANO ECONOMICO: Creación de áreas de libre mercado (regionalismo abierto) que profundicen y anticipen (pero no contradigan) los avances del multilateralismo global promovido desde organismos como la OMC, el FMI, o el BM.

2.  EN EL PLANO POLITICO: Fortalecimiento de la alianza hemisférica en el marco de las soberanías nacionales. Papel protagónico de  los organismos hemisféricos (OEA, BID) plenamente compatible con el cumplido por los órganismos de alcance mundial mencionados en el numeral anterior.

3.     EN EL PLANO SOCIAL:  Búsqueda de la compatibilidad de la cooperación social con la plena liberalización en el plano de los mercados en el eje norte sur. Convergencia hacia una plataforma social mínima en materia de derechos individuales y sociales,  pero sin compromisos jurídicos vinculantes. 

	ACUERDOS TIPO B: 

Se ejemplifican con los cuatro acuerdos subregionales (CAN, CARICOM, MERCOSUR, MCCA) actualmente vigentes y que sobrevivirán al ALCA por plantearse modalidades de integración más vinculantes  y multidimensionales que las de aquel acuerdo.

En consecuencia los acuerdos tipo B son la vía a través de la cual las subregiones de América Latina intentan avanzar en la construcción de áreas de integración multidimensional y profunda. También son un mecanismo de negociación conjunta con terceros bloques sea en el plano mundial, en el hemisférico o en el regional. Hasta ahora sus  modalidades han sido plenamente compatibles con los principios del multilateralismo global.
	1.  EN EL PLANO ECONOMICO: Coordinación, armonización e incluso unificación de políticas con efectos jurídicos vinculantes. Por ejemplo arancel externo común y politica comercial unificada. Búsqueda de la armonización de políticas macroeconómicas y sectoriales.

2.  EN EL PLANO POLITICO: Requisito de la democracia para la pertenencia a los acuerdos. Disposición a compartir soberanías para efectivizar políticas coordinadas, armonizadas y unificadas. Búsqueda de  incipientes modalidades de representatividad para la sociedad civil. Mantenimiento del requisito de la unanimidad para profundizar normativas fundamentales.

3.  EN EL PLANO SOCIAL: Garantías individuales y sociales a los migrantes, requeridas para la futura integración de los mercados de trabajo. Exploración de compromisos vinculantes. Búsqueda de incipientes modalidades de representación de intereses corporativos (empresarios, trabajadores, profesionales, consumidores, etc.) a través de Foros, Comités, o Consejos de naturaleza consultiva.


	1. EN EL PLANO ECONOMICO: Disposición de avanzar hacia formas de integración profunda: Uniones Aduaneras, Mercados Comunes, o incluso formas de Unión Económica y Monetaria.

2.    EN EL PLANO POLITICO: Hacia adentro: superación de las fricciones limítrofes, integración física. Hacia afuera: concertación de posiciónes para negociar con una sola voz en los dieferentes foros externos al acuerdo.

3.   EN EL PLANO SOCIAL: Objetivo de avanzar hacia la fase de mercados comunes con libertad migratoria en el interior del espacio ampliado. Creciente integración de los mercados de trabajo. Implicaciones en el plano de los derechos individuales, políticos y sociales. Posibilidades que se abren en materia de coordinación, armonización, y/o unificación de políticas sociales.



	
	
	



Respecto de América Latina y el Caribe, los ejemplos más abundantes a nivel bilateral de los acuerdos A, corresponden a los países que no son miembros plenos de ninguna de las cuatro uniones aduaneras en proceso de constitución (acuerdos tipo B) que se mencionan más adelante. Tal es el caso, entre otros, de México, Chile, Panamá, República Dominicana, y en otro contexto sociopolítico, también Cuba. Todos ellos han firmado acuerdos bilaterales con otros países de la región o están en negociaciones para suscribir tratados preferenciales de mercado con otros bloques regionales o subregionales.
A nivel de bloques subregionales el MERCOSUR negocia acuerdos de libre comercio con los miembros de la CA, y CARICOM lo hace con el MCCA. Por último MERCOSUR negocia como bloque un acuerdo de libre comercio con la UE y se prepara para negociar en forma conjunta su incorporación al ALCA.

En el plano hemisférico, tras la incorporación de México al  Acuerdo de Libre Comercio de América del Norte (ALCAN), las nuevas orientaciones de los acuerdos tipo A corresponden al desarrollo del  Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA). Las negociaciones ya se han iniciado y engloban a los 34 países independientes del hemisferio con la sola excepción de Cuba. A partir del año 2005 este Acuerdo absorberá jurídicamente a todos los restantes del hemisferio y será el único acuerdo tipo A suscrito por los países individualmente. Sólo restarán acuerdos tipo A de nueva generación y de carácter interregional como los negociados por la UE con varios bloques subregionales.

Los acuerdos de tipo B son esencialmente la Comunidad Andina de Naciones (CAN),  la Comunidad del Caribe (CARICOM), el Mercado Común Centroaméricano (MCCA), y el Mercado Común del Sur (MERCOSUR). Los cuatro se están convirtiendo en uniones aduaneras con grados diferentes de avance e imperfección, y todos ellos aspiran a profundizar sus compromisos en la dirección de los mercados comunes y de las comunidades económicas.

El crecimiento del comercio recíproco en el interior de los tres principales acuerdos subregionales (MERCOSUR, CA, MCCA) ha sido espectacular tanto en términos absolutos como proporcionales a su comercio total. Además han crecido en términos porcentuales las exportaciones entre acuerdos. De manera tendencial parece registrarse un dinamismo de comercio que es directamente proporcional a la cercanía geográfica de las partes. Estas tendencias relativas no significan, en ningún caso, que los países latinoamericanos puedan descuidar los mercados hemisféricos y mundiales, hacia los cuales siguen dirigiendo la mayor parte de sus exportaciones, pero indican que las tendencias dinámicas de largo plazo están concediendo un papel cada vez más protagónico al comercio sur - sur de tipo intraregional o intrasubregional. 

En consecuencia los acuerdos tipo B son la vía a través de la cual las subregiones de América Latina intentan avanzar en la construcción de procesos de integración multidimensional y profunda. También son un mecanismo de negociación conjunta ante terceros bloques sea en el plano mundial, en el hemisférico, o en el regional. Hasta ahora sus modalidades han sido plenamente compatibles con los principios del multilateralismo de la OMC.

Cabría interrogarse ahora, respecto del grado de compatibilidad de los acuerdos subregionales de tipo B, con los hemisféricos de tipo A. Durante la fase anterior al inicio de las negociaciones del ALCA, los países de América Latina y el Caribe que no son miembros de ningún acuerdo tipo B, han sido los principales suscriptores de acuerdos tipo A, inclusive los firmados con los bloques de tipo B. Estos países eligieron una estrategia de acción independiente orientada a aumentar su capacidad de maniobra frente a las perspectivas que ofrecía el ALCAN a comienzos de ésta década. Pero ante la concreción de las negociaciones del ALCA parecen estar reposicionándose, para poder negociarlo concertadamente (en bloque) con algún acuerdo subregional. Tal es por ejemplo el caso de Chile respecto del MERCOSUR.

El ALCA se caracteriza por la cantidad sin precedentes de países que entrarán en la negociación, por la diversidad de sus tamaños y niveles de desarrollo; porque la mayoría de ellos ya son miembros de un acuerdo subregional; y; sobre todo,  por su carácter “vertical” (Di Filippo, 1997), al incluir a dos países desarrollados (Canadá y Estados Unidos) que intentan concluir un acuerdo simétrico y recíproco con las otras 32 naciones al sur del Río Bravo.

Las mencionadas asimetrías no sólo se relacionan con la capacidad para competir en igualdad de condiciones con el “norte” cuando el acuerdo entre plenamente en vigor, sino también con los escasos recursos intelectuales e institucionales que cada país latinoamericano posee individualmente para llevar adelante las negociaciones que se han emprendido. Cuando el ALCA entre en plena vigencia estos países de tamaño y desarrollo tan dispares habrán establecido en condiciones igualitarias la total eliminación de las barreras al comercio de bienes y servicios, el trato nacional y no discriminatorio a los movimientos de capital productivo, y el respeto a las normas de propiedad intelectual.

Los acuerdos subregionales tipo B (y algunos países no miembros cercanos a ellos), tienen, sin embargo, posiciones e intereses bastante diferentes en las negociaciones del ALCA. El MCCA, y el CARICOM (al igual que México y la República Dominicana) aprovechan su cercanía geográfica y sus costos salariales y ambientales relativamente más bajos, para producir bienes (maquila) y servicios (zonas francas, turismo) destinados a abastecer el mercado de Estados Unidos.

De otro lado en Sudamérica el MERCOSUR (con Chile que es miembro no pleno de este acuerdo) y la CAN carecen de la localización cercana al gran mercado estadounidense como para justificar zonas procesadoras de exportaciones con tal destino. En estos bloque sudamericanos la inversión extranjera directa en manufacturas dirige su oferta a los propios mercados subregionales donde se localiza. Las inversiones minero - extractivas, y agrícola - pecuarias se orientan mayoritariamente a los grandes mercados del mundo desarrollado, no sólo el de Estados Unidos sino también los de Europa y el sudeste de Asia. Por último la inversión transnacional en servicios se destina mayoritariamente a servir los mercados en los cuales se asienta y es un área de máximo interés en las estrategias de crecimiento empleo - intensivas, orientadas al mercado interno.

Esta relación cada vez más estrecha entre comercio e inversión directa transnacional es una de las claves para entender los intereses recíprocos de las partes en el ALCA, y para interpretar las estrategias implícitas o explícitas de las grandes empresas transnacionales asociadas a sus ventajas de localización, de internalización, y de control del progreso técnico.

Respecto de las dimensiones sociales de estos tipos de acuerdos cabe referirse de un lado al ALCA (prototipo de los acuerdos A), y, del otro, a los cuatro acuerdos subregionales (tipo B) . 

El ALCA ha lanzado sus negociaciones en 1998, en el marco de una Cumbre hemisférica celebrada en  Santiago donde paralelamente se aprobó un ambicioso Plan de Cooperación en las dimensiones socioeconómica, política y cultural. Este plan no forma parte del ALCA, ni supone compromisos juridicamente obligatorios para los suscriptores de la Cumbre. Sin embargo es mucho más que una declaración de buenas intenciones, al estar respaldado por estudios técnicos y recursos financieros provistos por organismos internacionales e instituciones multilaterales de crédito en las que Estados Unidos cuenta con una gravitación indudable.

La dimensión social en los acuerdos tipo B, reconoce otros fundamentos y características. Se acrecienta a medida que estos acuerdos profundizan sus compromisos integradores. Con fines comparativos se intentará una clasificación (Véase Tabla 3) de estas acciones tomando como referencia el tipo de acuerdos, compromisos y mecanismos adoptados en la UE que es el tratado más profundo vigente en la actualidad. En dicha clasificación se distinguen los siguientes tipos de compromisos, órganos, y mecanismos con contenido “social”: a) Compromisos, órganos y mecanismos de consulta y cooperación en temas sociales; b) Organos de representación económica y social de naturaleza consultiva; c) Organos de representación legislativa de naturaleza consultiva; d) Cartas y Compromisos relativos a derechos y garantías individuales, sociales y politicos, tanto vinculantes como no vinculantes; e) Organos, mecanismos y recursos de naturaleza supranacional (que implican mecanismos juridicamente vinculantes).

TABLA 3: ACUERDOS TIPO B. COMPROMISOS, ORGANOS, Y MECANISMOS CON CONTENIDO “SOCIAL”

	CLAUSULAS, ORGANOS, MECANISMOS, COMPROMISOS
	UNION EUROPEA
	COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES
	MERCADO COMUN DE LA COMUNIDAD DEL CARIBE
	MERCADO COMUN CENTRO – AMERICANO
	MERCADO COMUN DEL SUR

	1. Organos y mecanismos de Consulta y Cooperación en Temas Sociales, con especial referencia a los educacionales y  Culturales.
	Programas Sócrates y Leonardo.

Centro Europeo para el Desarrollo de Entrenamiento Vocacional  Todos los títulos académicos tienen validez a nivel comunitario.
	Convenio Simón Rodríguez sobre Políticas Sociolaborales. Convenio Andrés Bello sobre Educación y Cultura. Convenio Hipólito Unanue sobre Salud. Universidad Andina Simón Bolivar
	Consejos de Ministros de Salud, Educación, Trabajo, etc.

 Universidad de Guyana

Universidad de las Antillas Occidentales. 
	Consejo de la Integración Social. 

Consejo de Ministros del Area Social. 

Secretaría de Integración social
	Reuniones de Ministros de Salud, Educación, Trabajo, Bienestar Social, etc.                  Plan Trienal para el Sector Educación.

Subgrupo de Trabajo Número 10 sobre Relaciones Laborales.

	2. Organos de Representación Económica y Social  de naturaleza consultiva.
	Comité Económico y Social.    
	Consejo Consultivo Empresarial (CCEA)

Consejo Consultivo Laboral (CCLA)


	
	Comité Consultivo del SICA (con representación de empresarios, campesinos, trabajadores y universidades)


	Foro Consultivo Económico y Social.



	3. Organos de representación legislativa de naturaleza consultiva.
	
	Parlamento Andino.
	Asamblea Parlamentaria de la Comunidad del Caribe.(Assembly of Caribbean Community Parlamentarians)


	Parlamento Centroamericano (PARLACEN)
	Comisión Parlamentaria Conjunta

	4. Derechos y Garantías (individuales, sociales, políticas) Vinculantes y no vinculantes.
	Carta Social y Protocolo Social. Plena libertad migratoria. Múltiples normas vinculantes reconociendo los derechos sociales de los migrantes oriundos de países miembros de la UE. 
	Instrumento Andino de Seguridad Social (Decisión 113). Normas sobre trabadores migrantes (Decisión 116). Declaración del Consejo Presidencial sobre Democraria e Integración (es preparatorio de un Protocolo vinculante en proceso de elaboración.)
	Carta de la Sociedad Civil (Charter of Civil Society).   Acuerdo sobre Seguridad Social (Agreement on Social Security).
	Tratado de Integración Social Centroamericano (SICA).     Tratado de Seguridad Democrática.
	Protocolos de Integración Educativa y Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios. (varios niveles).   Convenio Multilateral de Seguridad Social (en proceso de aprobación). Protocolo sobre Compromiso Democrático con la Adhesión de Bolivia y Chile.

	5. Organos, Mecanismos y Recursos de Nivel Comunitario (vinculantes).  
	Comisión,  Parlamento Europeo, Tribun. de Justicia.Fondo Social Europeo.       
	Tribunal de Justicia.  
	Solución de Controversias:  Tribunales Ad Hoc.
	Tribunal de Justicia.  
	Protocolo de Brasilia para la Solución de Controversias.


Cabe, en esta sección, comentar un último aspecto, relacionado con la incidencia de los costos laborales en la competitividad internacional según tipos de acuerdos de integración.

De un lado en los acuerdos hemisféricos tipo A, a medida que la movilidad internacional del capital y de la tecnología van cerrando la brecha de productividades laborales (entre el Norte y el Sur) a una velocidad mucho mayor que el cierre de la brecha de salarios, se generan problemas potenciales para cierto tipo de actividades transables y cierto grupo de trabajadores no calificados del Norte, los que pueden terminar erosionando las perspectivas del ALCAN y del futuro ALCA.

De otro lado para los acuerdos latinoamericanos y caribeños del tipo B en los que las diferencias salariales medias entre países son mucho menores, la tendencia al cierre de la brecha de productividades entre el Norte y el Sur favorece el desarrollo de la competitividad sistémica de sus países miembros. Todos ellos pueden aprovechar simultáneamente las ventajas que derivan de acceder a productividades desarrolladas en determinados sectores y regiones, mientras mantienen salarios más bajos y creciendo más lentamente. En consecuencia es en este tipo de tratados donde puede sacarse máximo provecho de las ganancias de productividad originadas en el acceso cada vez más globalizado a las tecnologías y los capitales transnacionales. Sin embargo este aprovechamiento exige de políticas públicas coordinadas y de acciones deliberadas de los Estados miembros, sólo compatibles con los tratados de integración multidimensional y profunda. Los aspectos políticos e institucionales de este tema se profundizan en la seccion siguiente.

3.  La integración regional y el poder de los Estados Nación

La propuesta orientadora de este trabajo, es la de buscar vías para contrarrestar los aspectos negativos de la globalización económica en materia de soberanía nacional y desigualdad social, y aprovechar la actual convergencia en materia de apertura económica y democratización política para promover las dimensiones de la equidad del proceso de desarrollo. La integración puede cumplir un papel decisivo en los objetivos anteriores. Primero en un plano político, en la defensa de regímenes democráticos de gobierno que son una garantía irreemplazable para promover la equidad de los procesos de desarrollo. Y segundo para promover las oportunidades económicas de aquellos segmentos empresariales y laborales que están quedando relativamente marginados del proceso de globalización, pero constituyen la parte mayoritaria de la trama económico - social de cada país latinoamericano.

Desde mediados de los años ochenta, los procesos de integración regional y democratización política se han ido desarrollando y sosteniendo reciprocamente. La pérdida de facultades soberanas de los gobiernos nacionales derivada de la globalización se ha intentado contrarrestar con una mayor disposición a compartir o unir soberanías nacionales en un plano subregional, en aquellos temas de interés compartido. La sustentabilidad de estas tendencias quizá requiera de una segunda oleada de reformas que se apoyen conjuntamente en las oportunidades de profundización tanto de los procesos de democratización como de los de integración. 

Uno de los rasgos definitorios de la democratización actual en las naciones deAmérica Latina, es el proceso de descentralización administrativa, política y económica que han encarado los Estados latinoamericanos en la presente década. Un punto decisivo para el futuro de la integración regional en el sentido multidimensional aquí privilegiado, radica en determinar criterios de subsidiariedad que permitan una capacidad decisoria verdaderamente mayor para las entidades político administrativas subnacionales, acompañada por mecanismos de coordinación y concertación a nivel de los Tratados de Integración. En este campo la función del proceso de integración regional puede estar focalizada más bien en abrir compuertas institucionales al desarrollo y promoción de estos sectores y regiones económicas, especialmente de aquellos constitutivos de áreas fronterizas fuertemente compartimentalizadas en la fase política de los autoritarismos. La integración puede contribuir a generar un capital social compartido, entendido como la suma del capital humano, el capital infraestructural, y “el capital institucional incorporado en la organización del Estado, de la sociedad civil y de las propias organizaciones productivas” (Ocampo, 1996).

Desde el ángulo del desarrollo con equidad privilegiado en este trabajo y atendiendo a la enorme heterogeneidad económica y social entre los niveles subnacionales de las provincias y los municipios latinoamericanos, los tratados de integración regional pueden contribuir a construir concertadamente las instituciones apropiadas (parte decisiva del capital social para el desarrollo fundado en una competitividad sustentable y sistémica) a que se refiere el párrafo anterior.

En la presente fase de profundización de los acuerdos subregionales es evidente que no cabe plantear la constitución de fondos supranacionalmente administrados y destinados de manera global a aumentar la cohesión social y a reducir las desigualdades entre comunidades subnacionales pertenecientes a un mismo país. Por el momento estas acciones quedan claramente en manos de los respectivos gobiernos centrales. Por ejemplo en el MERCOSUR, el socio de mayor tamaño económico es también el que evidencia los mayores desequilibrios  internos en materia de desarrollo por regiones subnacionales. No es viable que este país ponga a disposición de una futura autoridad supranacional del Tratado MERCOSUR, recursos para la cohesión social de su propio territorio.

Por estas y otras razones, en la coordinación y cooperación entre entidades locales de diferentes países del MERCOSUR, el tema de la consideración unificada de políticas sociales podría, inicialmente al menos, circunscribirse al ámbito del desarrollo de las áreas fronterizas o, al menos, de aquellas de importancia estratégica.

4.  Integración profunda y convergencia de políticas

En esta década se ha planteado en la Unión Europea el tema de la competencia entre sistemas  legales como un legítimo componente del ejercicio de la democracia en este mundo crecientemente globalizado. De hecho aumenta la necesidad de responder agilmente en el plano normativo y organizacional del Estado a las exigencias del mercado y a los estímulos de la presente Revolución Tecnológica en lo que podría denominarse un proceso de aprendizaje institucional continuo. 

El tema central de esta sección atañe a la convergencia de regímenes y políticas públicas entre países miembros de un mismo tratado de integración. Se trata de determinar cuales son los criterios más adecuados para promover dicha convergencia. El tema de la competencia entre legislaciones (y, por lo tanto, entre regímenes y políticas públicas) adquiere especial interés en el plano específicamente económico para vincular de manera creativa los temas de la competitividad sistémica (CEPAL, 1992), con los debates sobre el modelo institucional y jurídico del Estado.

En Europa algunos centros de investigación han intentado aplicar el concepto de competencia institucional al proceso de movilidad de factores. Atendiendo a la escasa gravitación de los movimientos migratorios en el interior de la UE, plantean que la competencia se producirá entre los factores “inmóviles” de la producción. En un sentido más bien institucionalista las regulaciones y políticas de gobiernos nacionales, estaduales y locales podrían ser incluidas entre estos factores inmóviles, requeridos para atraer el capital y las tecnologías que él suele portar. Sin embargo las preocupaciones de este trabajo están más centradas en las consecuencias sociales de la movilidad de factores,  lo que incluye muy especialmente el comportamiento migratorio de las personas (portadoras de su capacidad de trabajo), las que son mucho más móviles en América que en la UE. En este caso la necesidad de preservar estándares mínimos (frente a una competencia que los puede erosionar) se plantea en el plano de los derechos humanos y las garantías individuales, por lo que adquiere una especial sensibilidad social.

En la experiencia de la UE las acciones de política social vinculadas directa o indirectamente al movimiento de las personas en el interior del espacio integrado responden a la necesidad de asegurar el principio de igualdad de trato a todos los ciudadanos de un país miembro cualquiera su lugar de residencia dentro de la UE. Este principio se requiere para hacer viable la integración de los mercados de trabajo.

A diferencia de la UE tanto en las Américas como en América Latina y el Caribe  los movimientos migratorios son cuantitativamente más importantes por las diferencias en los niveles de vida, tanto en el eje norte - sur, como en el interior de los países latinoamericanos y caribeños estructuralmente heterogéneos.

Conviene enfatizar la clara diferencia conceptual que existe entre el reconocimiento recíproco de legislaciones por un lado, y la competencia entre sistemas legales por el otro. El primero es un principio crecientemente aceptado en la UE a partir de 1985 tras la publicación del, así denominado, Libro Blanco. De otro lado la competencia entre legislaciones es una materia más debatible especialmente respecto de su aplicación en el campo social donde los criterios de eficacia (asociados al tema de la competencia) deben conjugarse con los criterios de equidad.

Al respecto cabe distinguir entre las políticas sociales unilateralmente decididas por cada país miembro y las acciones convergentes fundadas en compromisos deliberadamente asumidos en los acuerdos. Las acciones convergentes pueden tener lugar a tres niveles: la coordinación, la armonización y la unificación.

Son políticas coordinadas en el plano social aquellas que, permaneciendo bajo la jurisdicción nacional se adecuan al punto mínimo necesario (estándares de resultado) para posibilitar la aplicación del reconocimiento recíproco de derechos, obligaciones y garantías en materia de prestaciones sociales. Este tipo de convergencia es el más compatible con la idea de “competencia entre legislaciones”.

Son políticas armonizadas aquellas que, aún permaneciendo bajo la jurisdicción nacional se fundan en sistemas y regímenes deliberadamente transformados con base en criterios y principios comunes.

Son políticas comunes, aquellas de carácter supranacional que coexistiendo con las jurisdicciones nacionales, se formulan y ejecutan unificadamente en el nivel supranacional de un Tratado y son financiadas con recursos autónomos y regulares directamente asignados y administrados por las propias autoridades comunitarias.

En los acuerdos subregionales de tipo B,  la convergencia de políticas sociales puede examinarse en relación con tres temas principales: las corrientes migratorias, la protección y seguridad social,  la formación de capital humano.

Respecto de la convergencia de las políticas migratorias, dadas las asimetrías internas de desarrollo entre los países latinoamericanos los flujos migratorios son lo suficientemente abundantes como para ejercer un significativo impacto social. En la fase de mercados comunes la instauración de una inmediata e irrestricta libertad migratoria puede erosionar la  credibilidad y deseabilidad del avance hacia un mercado común. Cabe examinar entonces la necesidad de introducir regímenes migratorios que acepten algunas excepciones transitorias a la plena movilidad laboral. Por ejemplo imponiendo salvaguardias análogas a las que se plantean en la esfera del comercio internacional ante desequilibrios graves en algunos mercados específicos de trabajo en los lugares de destino. Esta temática (que puede ser examinada en vinculación con el desarrollo de las áreas fronterizas) es quizá, apta para explorar la instalación de políticas armonizadas con base en principios básicos previamente acordados incluyendo estándares de especificación o procedimiento. 

Respecto de la convergencia de las políticas de protección y seguridad social, independientemente de la magnitud numérica de los migrantes que se desplacen la constitución de un mercado integrado de trabajo pasa por el reconocimiento recíproco de los derechos sociales previamente adquiridos por los trabajadores provenientes de otros países miembros. Estos derechos no requieren ser instrumentados con base en sistemas comunes, ni siquiera centralmente armonizados. Basta el cumplimiento de determinados estándares en materia de resultados que aseguren el cumplimiento de un determinado conjunto de garantías y derechos aunque su forma de implementación y gestión no sea la misma.

La convergencia de políticas formativas de capital humano, especialmente las de superiores calificaciones, es particularmente apta para aplicar el principio del reconocimiento recíproco e, incluso para ensayar una activa competencia entre legislaciones. Por el lado de la oferta de calificaciones, las nuevas tecnologías de la información permiten obtener economías de escala y especialización en materia educacional si cada país puede contribuir a la capacitación de personas provenientes de todos los otros países miembros de un acuerdo en aquellas áreas donde destaca por su particular excelencia. Por el lado de la demanda de calificaciones, posibilita a los estudiantes aumentar sus opciones para decidir en donde capacitarse, generando una forma de competencia que puede tener un saludable impacto en materia de calidad y eficiencia de los diferentes sistemas educativos.

El reconocimiento recíproco de títulos y certificados de estudios puede legislarse con relativa independencia de las migraciones laborales y del grado de integración efectiva de los mercados de trabajo. De hecho debería ser una fase previa y dar lugar a un flujo de migrantes transitorios provenientes de diferentes países miembros los que una vez capacitados, puedan retornar a sus países de origen y encontrar reconocimiento a sus estudios.
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